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23 de octubre de 2010
I.
RESUMEN
1.
El 14 de marzo de 2005 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, “la Comisión Interamericana” o “la CIDH”) recibió una petición en la que se alega la responsabilidad internacional de la República Federativa de Brasil (“el Estado” o “Brasil”) por el asesinato de Rosa Hernandes Sundermann y José Luis Sundermann (“las presuntas víctimas”) en 1994, y por la presunta negligencia en la investigación policial sobre el doble homicidio.  La petición fue presentada por la hija de las presuntas víctimas, Raquel Sundermann, y por el abogado Américo Astuto Rocha Gomes (“los peticionarios”).
2.
Los peticionarios alegan que el 12 de junio de 1994, las presuntas víctimas fueron asesinadas en su residencia, en el municipio de São Carlos, estado de São Paulo, y todo indica tratarse de un crimen político, en el cual posiblemente estén involucrados grupos de exterminio con la sospecha de participación de agentes estatales.  Según los peticionarios, el crimen habría sido motivado por el activismo político y sindical de las presuntas víctimas.  Los peticionarios observan que las autoridades del Estado han sido negligentes en la investigación de los hechos y concluyen que, pasados 14 años desde el crimen, hay retardo injustificado en la decisión sobre los recursos internos.  En consecuencia, sostienen que Brasil ha violado los artículos 1.1, 4 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“la Convención Americana”).
3.
El Estado alega que la petición es inadmisible en virtud de la falta de agotamiento de los recursos internos, conforme a lo exigido por el artículo 46.1.a de la Convención Americana.  Por una parte, el Estado indica que la investigación realizada por la Policía Civil fue archivada mediante decisión judicial, pero que dicha decisión no agota los recursos bajo la legislación interna.  Por otra parte, el Estado sostiene que la familia de las presuntas víctimas no interpuso una acción civil de indemnización por daños.  En base a lo anterior, Brasil afirma que la petición es inadmisible.
4.
Sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, y de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión Interamericana decide declarar la petición admisible respecto de la presunta violación de los artículos 4 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con las obligaciones generales previstas en el artículo 1.1; así como --en virtud del principio iura novit curia -- por la presunta violación de los artículos 8 y 16 del mismo tratado.  La CIDH decide además, notificar esta decisión a las partes, y publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
II.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
5.
La denuncia fue recibida el 14 de marzo de 2005, en el idioma español.  El 13 de junio de 2006 la CIDH transmitió las partes pertinentes de la petición al Estado y fijó un plazo de dos meses para que presentara sus observaciones. El 28 de junio de 2006, el Estado solicitó que la petición le fuera transmitida en el idioma oficial de Brasil, y en seguida la CIDH procedió a solicitar la respectiva traducción a los peticionarios.
6. La Comisión Interamericana recibió la traducción de la petición al idioma portugués el 2 de marzo de 2007, y transmitió las partes pertinentes de la misma al Estado el 16 de abril de 2007, nuevamente fijando un plazo de dos meses para que presentara sus observaciones.  El Estado remitió su contestación respecto de esta petición en las fechas 18 y 23 de julio de 2007.

7. Posteriormente, la Comisión Interamericana recibió información adicional de cada una de las partes, que fue debidamente trasladada a la otra: de los peticionarios el 25 de octubre de 2007 y el 23 de julio de 2008; y del Estado el 30 de abril de 2008.
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES
A.
Posición de los peticionarios
8.
Los peticionarios afirman que las presuntas víctimas fueron asesinadas en su residencia en la madrugada del 12 de junio de 1994, en el municipio de São Carlos, estado de São Paulo.  Conforme a los peticionarios, todo indica tratarse de un crimen político motivado por el activismo político y sindical de las presuntas víctimas.

9.
Los peticionarios indican que José Luis Sundermann tenía una larga historia de participación en el movimiento sindical, habiendo sido Presidente del Sindicato de Trabajadores de la Universidad Federal de São Carlos por tres periodos, entre los años 1986-1987, 1988-1989 y 1992-1993, así como era Vice-Presidente del referido sindicato a la época de su muerte.  Por su parte, conforme a los peticionarios, Rosa Hernandes Sundermann se había destacado como activista y organizadora política del Partido de los Trabajadores (PT), y posteriormente fue fundadora de un nuevo partido político de izquierda, el PSTU (Partido Socialista de los Trabajadores Unificado), habiendo sido elegida dirigente nacional del PSTU 10 días antes de su muerte.  Los peticionarios resaltan que las presuntas víctimas se involucraron en luchas campesinas, especialmente de cortadores de caña que no disponían de representación sindical, y en dos oportunidades organizaron huelgas generales de los cortadores de caña: en agosto de 1990 en el municipio de Tabatinga, y en agosto de 1993 en el municipio de Descalvado.  Los peticionarios concluyen que el activismo político y sindical de las presuntas víctimas habría incomodado a muchas personas con poder, particularmente dueños de usinas de azúcar y alcohol de la región.
10.
Los peticionarios observan que todo indica que el doble homicidio fue un crimen político, en el cual posiblemente estén involucrados grupos de exterminio con la sospecha de participación de agentes estatales.  Conforme a los peticionarios, el Instituto de Criminalística de São Carlos emitió un informe sobre la reconstrucción del crimen que concluyó que se trató de una acción técnicamente precisa ejecutada por uno o dos sicarios o asesinos profesionales.  Agregan los peticionarios que la pareja se encontraba en su residencia viendo la televisión cuando fueron sorprendidos por el/los asesino/s, y que nada fue robado.  Según el mismo informe, se realizaron cuatro disparos, de los cuales tres atingieron certeramente la cabeza de las presuntas víctimas.
11.
Los peticionarios resaltan que, pese a la gravedad del crimen, el Estado ha demostrado negligencia contumaz en la investigación de los hechos, especialmente a través de sus autoridades policiales.  Los peticionarios afirman que la muerte de las presuntas víctimas está relacionada con un contexto de violencia policial y grupos de exterminio, violencia relativa a conflictos agrarios, e impunidad generalizada en relación con aquellos hechos.  En efecto, los peticionarios observan que hubo diversos indicios de la participación de dueños de usinas y policías en el doble homicidio, así como denuncias anónimas respecto de ello; y, sin embargo, las autoridades estatales jamás investigaron seriamente los hechos y/o la posibilidad de que se tratara de un crimen político.  Los peticionarios observan que la participación directa de agentes estatales en la muerte de las presuntas víctimas es una hipótesis probable, pero que no puede ser afirmada precisamente por la falta de debida diligencia en la investigación de los hechos por las autoridades estatales.
12.
Respecto de los recursos internos, particularmente la investigación policial realizada sobre los hechos, los peticionarios enfatizan que, pasados más de 14 años desde la muerte de las presuntas víctimas, el crimen permanece en la absoluta impunidad; por lo tanto, se aplicaría a esta petición la excepción de retardo injustificado en la decisión sobre los recursos internos, conforme al artículo 46.2.c de la Convención Americana.  Asimismo, los peticionarios adicionalmente observan que la familia de las presuntas víctimas no ha interpuesto una acción civil de indemnización por daños porque, por una parte, el desarrollo de ese tipo de proceso --en la práctica-- depende en gran medida del desarrollo de la acción penal relacionada a ello; y por otra parte, porque lo que desean los peticionarios no es una mera indemnización civil, sino combatir la impunidad relativa a crímenes políticos y lograr la sanción de los responsables.
13.
En base a todo lo anterior, los peticionarios aseveran que hay retardo injustificado en la decisión sobre los recursos internos, y que Brasil ha violado los artículos 1.1, 4 y 25 de la Convención Americana.
B.
Posición del Estado
14.
El Estado alega que la petición es inadmisible en virtud del supuesto incumplimiento con el requisito fundamental previsto en el artículo 46.1.a de la Convención Americana: el agotamiento de los recursos de jurisdicción interna.
15.
En ese sentido, el Estado afirma que la investigación realizada por la Policía Civil (Inquérito Policial nº 989/94) fue archivada por primera vez mediante decisión judicial del 16 de febrero de 1998, en virtud de no haberse determinado la motivación o autoría del crimen.  Según el Estado, el 26 de mayo de 1998, en virtud de denuncias indicando la posible participación de policías militares en el doble homicidio, la investigación policial fue reabierta.  Sin embargo, pese a los esfuerzos emprendidos, conforme a lo alegado por el Estado, la investigación policial fue nuevamente archivada, sin que se determinara la motivación o autoría del crimen, mediante orden judicial del 6 de septiembre de 2005.
16.
El Estado resalta que esta decisión judicial no agota los recursos bajo la legislación interna. Al respecto, el Estado afirma que esa decisión tiene un carácter rebus sic stantibus, y que no constituye res judicata, porque si cambian las circunstancias y se presentan nuevas pruebas a las autoridades, la investigación policial podría ser reabierta nuevamente.  Por lo tanto, sostiene el Estado que no se demuestra la existencia de una decisión final, basándose en el principio universalmente aceptado de la autoridad de la cosa juzgada, toda vez que el proceso se encuentra abierto.
17.
Por otra parte, respecto de la supuesta falta de agotamiento de los recursos internos, el Estado también sostiene que la familia de las presuntas víctimas no interpuso una acción civil de indemnización por daños.  En ese sentido, el Estado observa que el concepto de recursos internos no puede restringirse a la jurisdicción criminal, sino que debe incluir todos los remedios que puedan resultar en la reparación de la supuesta violación de derechos humanos.
18.
En base a todo lo anterior, el Estado solicita que la CIDH declare la petición inadmisible, en virtud de no cumplir con el requisito previsto en el artículo 46.1.a de la Convención Americana.

IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia
19.
Los peticionarios están autorizados por el artículo 44 de la Convención Americana a interponer denuncias ante la CIDH.  Asimismo, las presuntas víctimas son personas individuales cuyos derechos consagrados por la Convención Americana el Estado se comprometió a respetar y garantizar.  En cuanto al Estado, la CIDH observa que Brasil es un Estado parte en la Convención Americana, instrumento que ratificó el 25 de septiembre de 1992. Por tanto, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione personae para examinar la petición.
20.
La CIDH tiene competencia ratione materiae porque los peticionarios alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana.  Asimismo, es competente ratione temporis porque la obligación de respetar y asegurar los derechos protegidos por la Convención Americana ya se encontraba vigente a la fecha en que ocurrieron los hechos alegados, a partir del 12 de junio de 1994.  Finalmente, la Comisión Interamericana es competente ratione loci porque las violaciones alegadas ocurrieron dentro del territorio de un Estado parte en la Convención Americana.
B.
Agotamiento de los recursos internos
21.
De conformidad con el artículo 46.1.a de la Convención Americana, a efectos de que una petición sea admitida por la CIDH, es necesario que se hayan agotado los recursos de jurisdicción interna de acuerdo con los principios del derecho internacional generalmente reconocidos.

22.
Sobre el agotamiento de los recursos internos, la CIDH observa preliminarmente que, en casos como el presente, de infracciones penales de acción pública, el recurso idóneo es normalmente la investigación y el proceso penal.  La CIDH toma nota, en ese sentido, que el Inquérito Policial nº 989/94 fue archivado mediante decisión judicial del 6 de septiembre de 2005
, y que desde entonces hasta la fecha no existe investigación policial o proceso penal abierto sobre el doble homicidio de las presuntas víctimas.
23.
Sobre este punto, la CIDH ha reiteradamente decidido que en Brasil, el archivo judicial de la investigación policial tiene carácter definitivo, sin que haya lugar a recurrir tal decisión, por lo que una vez archivada la investigación policial, se tienen a los efectos de admisibilidad agotados los recursos de la jurisdicción interna
.
24.
Por tanto, la CIDH reitera su jurisprudencia firme, que ha sido corroborada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el sentido de que en Brasil una decisión judicial de archivar una investigación policial agota los recursos internos, para fines del acceso a la Comisión Interamericana, porque de conformidad con la legislación brasileña, específicamente el Código de Procedimiento Penal, la decisión judicial de archivar una investigación policial no es susceptible de una apelación u otro recurso judicial
.  Consecuentemente, la CIDH considera que los recursos internos han sido agotados, conforme a lo requerido por el artículo 46.1.a de la Convención Americana.
C.
Plazo de presentación de la petición
25.
El artículo 46.1.b de la Convención Americana exige que las peticiones sean presentadas dentro del plazo de seis meses contados a partir de la notificación de la decisión definitiva.  La CIDH ha dispuesto supra que los recursos internos fueron agotados mediante decisión judicial del 6 de septiembre de 2005.  La petición fue presentada el 14 de marzo de 2005, antes que se agotaran los recursos de la jurisdicción interna.
26.
Al respecto, la Comisión Interamericana observa que, en principio, es en el momento de la aprobación del informe sobre la admisibilidad cuando se debe constatar si están reunidos los requisitos que corresponden a tal etapa.  Por tanto, la Comisión Interamericana concluye que la petición cumple con el requisito establecido por el artículo 46.1.b de la Convención Americana.

D.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional
27.
No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional.  Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención Americana.
E.
Caracterización de los hechos alegados
28.
Corresponde a la Comisión Interamericana determinar si los hechos descritos en la petición caracterizan violaciones de los derechos consagrados en la Convención Americana, conforme a los requerimientos del artículo 47.b, o si la petición, conforme al artículo 47.c, debe ser rechazada por ser “manifiestamente infundada” o por resultar “evidente su total improcedencia”.  En esta etapa procesal corresponde a la CIDH hacer una evaluación prima facie, no con el objeto de establecer presuntas violaciones a la Convención Americana, sino para examinar si la petición denuncia hechos que potencialmente podrían configurar violaciones a derechos garantizados en la Convención Americana.  Este examen no implica prejuzgamiento ni anticipo de la opinión sobre el fondo del asunto.


29.
En ese sentido, en caso de ser probados los alegatos de los peticionarios en relación con la supuesta falta de diligencia del Estado en investigar y sancionar de modo eficaz los hechos relacionados con la privación de la vida de las presuntas víctimas, así como la eventual participación directa de agentes del Estado en dicha privación de la vida, la Comisión Interamericana estima que, prima facie, podrían caracterizar violaciones del artículo 4 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento.  Además, de ser probado que la privación de la vida de las presuntas víctimas permaneció en la impunidad en virtud de la falta de diligencia de las autoridades encargadas de la investigación y del proceso criminal, la CIDH considera que podría caracterizarse una violación de los artículos 25 y --en virtud del principio iura novit curia-- 8 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de Raquel Sundermann.
30.
Adicionalmente, la CIDH observa que se alega que la muerte de las presuntas víctimas fue motivada por sus actividades como líderes políticos y sindicales.  En ese sentido, la Comisión Interamericana considera que, de ser probados, los hechos también podrían caracterizar --en virtud del principio iura novit curia-- violación al derecho a la libertad de asociación previsto en el artículo 16 de la Convención Americana
.
31.
Consecuentemente, la CIDH decide que la petición no es “manifiestamente infundada” ni es “evidente su total improcedencia”, por lo que declara que los peticionarios han cumplido prima facie los requisitos establecidos por el artículo 47.b de la Convención Americana con respecto a potenciales violaciones de los artículos 4, 8, 16 y 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento internacional.
V.
CONCLUSIONES
32.
La Comisión Interamericana concluye que tiene competencia para conocer el fondo de este caso y que la petición es admisible de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.  Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, y sin prejuzgar sobre el fondo de la cuestión,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
1.
Declarar admisible la presente petición en lo que se refiere a presuntas violaciones de los derechos protegidos en los artículos 4 y 25 de la Convención Americana en relación con las obligaciones generales consagradas en el artículo 1.1 de dicho tratado;

2.
Declarar admisible la presente petición --de acuerdo con el principio iura novit curia-- en lo que se refiere a posibles violaciones de los derechos protegidos en los artículos 8 y 16 de la Convención Americana en relación con las obligaciones generales consagradas en el artículo 1.1 de dicho tratado;
3.
Notificar esta decisión a las partes;
4.
Continuar con el análisis de fondo del asunto; y
5.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 23 días del mes de octubre de 2010. (Firmado): Felipe González, Presidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; Luz Patricia Mejía Guerrero, María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez, Miembros de la Comisión.






� El Comisionado Paulo Sérgio Pinheiro, de nacionalidad brasileña, no participó en las deliberaciones ni en la decisión sobre la presente petición, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión.
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